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COMUNICACIÓN DE ACUERDO
SCI-914-2010

18 de noviembre del 2010

	A:
	Ing. Giannina Ortiz, Rectora a.i.
Licda. Guiselle González Sosa, Jefa Comisión Ad Hoc 
Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos, Asamblea Legislativa


	DE:
	Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva 

Secretaría del Consejo Institucional 


	ASUNTO:
	Sesión Ordinaria No. 2690, Artículo 13 del 18 de noviembre del 2010. 
Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre “Proyecto de Ley Reforma y adición de un artículo a la Ley No. 8220, protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”, el cual se tramita bajo Expediente No. 16.956




Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió Boleta de Comunicación de la Rectoría Ref. 586-10, con fecha 20 de setiembre de 2010, en la que se adjunta copia del oficio recibido de la Asamblea Legislativa CJ-309-09-10, en el que solicitan el criterio sobre el “Proyecto de Ley Reforma y adición de un artículo a la Ley No. 8220, protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”, el cual se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16.956.

2. Mediante oficios SCI-697-2010 y SCI-698-2010, de fecha 23 de setiembre de 2010, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigidos a la, Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional y Lic. Carlos Segnini, Director de Asesoría Legal, en el cual se solicita emitir el respectivo criterio sobre el “Proyecto de Ley Reforma y adición de un artículo a la Ley No. 8220, protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”.
3. Mediante oficio SCI-863-2010, de fecha 02 de noviembre de 2010, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Lic. Carlos Segnini, Director de Asesoría Legal, mediante el cual se hace reiteración de solicitud de análisis del “Proyecto de Ley Reforma y adición de un artículo a la Ley No. 8220, protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”.
4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibió oficio SCI-713-2010, de fecha 27 de setiembre de 2010, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, que en lo conducente dice:
“PRIMERO:

Que las adiciones operarían en torno a los  artículos 10 y 11 de la ley precitada misma que indicaría lo siguiente “…“ARTÍCULO 10.- RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN Y EL FUNCIONARIO 

El administrado podrá exigir responsabilidad tanto a la Administración Pública como al funcionario público por el incumplimiento de las disposiciones y los principios de esta Ley. La responsabilidad de la Administración se regirá por lo establecido en los artículos 190 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública; la Responsabilidad Civil y Administrativa del funcionario público, por sus artículos 199 y siguientes, y 358 y siguientes; la responsabilidad penal del funcionario público conforme lo dispuesto en el artículo 11 de esta Ley y en los numerales 331 y 332 del Código Penal. 

Para los efectos de responsabilidad personal del funcionario público, se aplicará el procedimiento administrativo sumario dispuesto en la Ley General de la Administración Pública, y se considerarán como faltas graves los siguientes incumplimientos específicos de la presente Ley: 

a)
No aceptar la presentación única de documentos, o bien exigir más requisitos de lo que legal y razonablemente corresponda según así se demuestre en sede administrativa o judicial. 

b) 
No respetar las competencias. 

c) 
No dar publicidad a los trámites ni sujetarse a la ley. 

d) 
No informar sobre el trámite. 

e) 
No resolver ni calificar dentro del plazo establecido. 

f) 
Incumplir el procedimiento del silencio positivo. 

g) 
No coordinar institucionalmente. 

h) 
Irrespetar el trámite ante única instancia administrativa Cuando se declare la responsabilidad personal del funcionario público en sede administrativa o contencioso-administrativa se impondrán, por su orden, según la gravedad del hecho y sin perjuicio de la responsabilidad civil correspondiente, las siguientes sanciones una vez la resolución quede firme: 

a) 
Amonestación escrita, únicamente por primera vez. 

b) 
Suspensión sin goce de sueldo de hasta un mes. 

c) 
Despido sin responsabilidad patronal." 

ARTÍCULO 2.- Adiciónase un nuevo artículo 11 a la Ley N.º 8220, PROTECCIÓN AL CIUDADANO DEL EXCESO DE REQUISITOS Y TRÁMITES ADMINISTRATIVOS, de 4 marzo de 2002, que se lea de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 11.- RETARDO ILEGÍTIMO 

Se impondrá pena de tres meses a dos años de prisión al funcionario público que no emita respuesta dentro del día hábil siguiente a una solicitud de declaratoria de silencio positivo conforme a lo dispuesto en el inciso a) del artículo 7 de esta Ley. 

Igual pena se aplicará cuando la respuesta sea denegatoria del silencio y posteriormente se demuestre a instancia del interesado por la vía aplicable que la solicitud correspondiente cumplía con todos los requisitos establecidos al efecto. 

No obstante, cuando el funcionario público se niegue a reconocer la validez y eficacia de un acta notarial realizada con fundamento en lo preceptuado en el inciso b) del artículo 7 de esta Ley, la pena aplicable será de seis meses a cuatro años de prisión, siempre que dicha acta haya sido realizada por la omisión de respuesta en cuanto al silencio positivo y no se haya demostrado en sede competente que el silencio positivo era improcedente.” 

Rige a partir de su publicación…”, situación de facto que equivale a penalizar estas faltas que se dan a menudo en el  ámbito administrativo.

SEGUNDO:

Que la citada reforma lo que pretende es integrar faltas y procedimientos, que en la actualidad son totalmente viables, con solo pasar de manera independiente de la vía administrativa a la penal, con la finalidad de denunciar atropellos surgidos en sede administrativa, ya que hoy día que  la excitativa es  tan solo solo un proyecto , en la realidad el mecanismo que opera consiste en  tomar la acción de sede administrativa  y llevarla a sede penal, ya que el ABUSO DE AUTORIDAD y  EL INCUMPLIMIENTO DE DEBERES, están establecidos en el Código Penal, desde larga data,  y son perfectamente invocables por cualquier ciudadano,  por lo que lo único en lo  que innovaría la pretendida reforma es unificando conceptos en un mismo cuerpo normativo, dado que la posibilidad como tal ya  existe, desde que está vigente el Código Penal, y no presenta mayores entrabamientos el hacerlo separadamente, aspecto que deben tener claro los integrantes del pleno del órgano, para que tengan la convicción plena  de  la posibilidad de activar la sede penal con idénticos resultados, se apruebe o no la reforma pretendida, toda vez que para materializarlo lo único que varía es el procedimiento, ello para que no se caiga en el desconocimiento de pensar que no existe tipo penal, para denunciar estos abusos de la Administración.

TERCERO:

Que es importante que el órgano colegiado conozca los límites al Derecho de Información, mismos que la Procuraduría General de la República establece con mucha claridad en el criterio C-309-2006 de fecha 1 de agosto de 2006, ello con la finalidad de que conozcan las únicas excepciones existentes al ejercicio de este derecho, siendo que el Abogado del Estado al respecto nos dice: 

“… DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA PERSONA SE CONSTITUYEN EN LIMITES AL ACCESO A LA INFORMACIÓN.

El objeto del derecho a la información es el acceso a la información pública, de manera que el ciudadano pueda imponerse de la información que concierne a los organismos públicos o que constan en estos en el tanto la información sea pública. Se sigue de lo expuesto que no existe un derecho de acceso a la información que es de interés privado, sea de aquella que atañe directamente la esfera de la persona, física o jurídica, ya sea porque concierna las actividades a que se dedica, su situación económica o financiera, sus lazos comerciales o en el caso de las personas físicas se refiera a sus lazos familiares, creencias u opiniones, sus preferencias sexuales, por ejemplo. Para que la persona pueda alegar el interés privado de la información debe existir un nexo entre la información de que se trata y la propia persona. Esta debe ser  titular de esa información 

Pero este no es el único límite al derecho a la información. Por el contrario, la Administración no puede divulgar los documentos de carácter privado que consten en sus oficinas. La garantía de inviolabilidad de estos documentos se impone aún cuando la información pueda ser de interés público. En ese sentido, la Administración no cuenta con ninguna potestad discrecional que le permita valorar el interés público o privado de la información.  Sencillamente, existe una prohibición constitucional de dar a conocer documentos o comunicaciones privadas, aun cuando constituyan el fundamento de actos administrativos. En igual forma, la Administración debe abstenerse de suministrar información que resulte confidencial en razón del interés privado presente en ella. No puede dejarse de lado que la divulgación de esa información puede afectar los derechos de la persona concernida y concretamente, el derecho a la intimidad: "...el derecho del individuo a tener un sector personal, una esfera privada de su vida, inaccesible al público salvo expresa voluntad del interesado". Sala Constitucional, N° 678-91 de 14:17 hrs. del 27 de marzo de 1991. El derecho a la intimidad protege la esfera privada que el derecho habiente tiene interés en mantener fuera del conocimiento de terceros. En esa esfera nadie puede inmiscuirse sin el consentimiento del derecho habiente, por lo que la intimidad es un límite a la intervención de otras personas privadas y de los poderes públicos. En consecuencia, el derecho a la intimidad faculta al titular para negarse a dar información cubierta por tal derecho o bien, para decidir quién y bajo qué condiciones se puede tener acceso a esa información. El reconocimiento del derecho a la intimidad y el derecho a la privacidad plantean el problema del control sobre el uso de la información concerniente a una persona. Con ello surge el problema de la autodeterminación informativa. Un nuevo derecho fundamental dirigido a la protección de los datos personales, al que nos referimos en el dictamen N° 037-2002 de 8 de febrero de 2002: "El reconocimiento de una esfera privada fuera del alcance de terceros, salvo por expresa voluntad del interesado, es base necesaria para la construcción de la autodeterminación informativa entendida como el derecho a tener control sobre las informaciones que terceros ostenten sobre la persona de que se trate. E, indudablemente, la autodeterminación informativa no solo encuentra fundamento en el derecho a la intimidad sino que también la protege en tanto para el tratamiento de los datos personales es indispensable el consentimiento del interesado. El derecho a la autodeterminación informativa busca garantizarle al ser humano el control sobre el manejo de sus datos personales. Control que constituye a su vez una garantía de libertad individual al otorgarle al individuo la posibilidad de fiscalizar quién está haciendo un tratamiento de sus datos personales y con qué objetivo se realiza el referido tratamiento. Pero, además, es un derecho dirigido a proteger la identidad de las personas ya que no sólo otorga la posibilidad de conocer los datos personales que ostenten terceros, sino de "traer" esos datos, de corregirlos o rectificarlos en el caso de que sean incorrectos o de solicitar su eliminación en caso de que no sean necesarios para los fines para los cuales fueron recabados inicialmente. …. (…). La autodeterminación informativa reconoce el derecho que tiene todo ser humano de "controlar" el manejo de sus datos personales por parte de terceras personas. Se entiende por controlar el hecho de conocer quiénes manejan su información personal, para qué fines y el tipo de información que manejan, así como los derechos derivados de rectificar los datos incorrectos o solicitar la eliminación de las informaciones innecesarias. Por ello, la autodeterminación informativa cae dentro del ámbito de la autonomía personal y, más específicamente, de la identidad personal, que le permite conocer y fiscalizar la utilización que realicen terceros de sus datos personales. Fiscalización que no solo constituye un ejercicio de la libertad, sino que también genera un marco de protección al individuo contra las actuaciones de terceros que, con el uso indebido o abusivo de su información, podrían colocarse en una situación de poder sobre el interesado". Es necesario aclarar que el objeto de la protección de este derecho fundamental son los "datos personales" y que este término no se identifica con datos "íntimos", confidenciales, así como tampoco se circunscribe a los datos susceptibles de ser calificados como "sensibles" (sexo, raza, convicción políticas, religiosas, afinidades sexuales). Por consiguiente, ese derecho puede abarcar esferas no protegidas por el derecho a la intimidad o a la vida privada. El requisito es que se trate de datos personales. Se entiende por tales los que correspondan a una persona identificada o identificable: datos relativos al nacimiento, fallecimiento, estado civil, número de identificación, domicilio, enfermedades, profesión, patrimonio, afiliación política, sexo, raza, creencias políticas o religiosas. El concepto de dato personal está referido a la posibilidad de identificación del titular de esos datos, por lo que bien cubre datos que sean de fácil conocimiento público, como son el sexo o el color de la piel, los cuales incluso son susceptibles de una protección mayor, en tanto como datos sensibles puede dar lugar a discriminaciones.  Lo importante, entonces, es que la protección se brinda al dato personal. Se sigue de ello que el término puede referirse a datos que constan en registros públicos, aún cuando la ley no los haya calificado de confidenciales. Ahora bien, ¿por qué una protección a datos que constan en un archivo público?. El derecho de autodeterminación informativa implica no sólo un derecho de exclusión a que el dato sea conocido; por el contrario es fundamental el derecho de control sobre la información que tengan terceros sobre una persona. Entonces, el reconocimiento de ese derecho sobre los datos constantes en los registros públicos tiene como objeto asegurar el control del derecho habiente sobre el uso y tratamiento que se dé a esos datos. Ello significa, entonces, que la persona tiene el derecho de controlar el respeto de los terceros (incluido el titular del registro) al fin legal que justifica el registro de sus datos personales.  Debe tomarse en consideración que la Administración no es libre de tener registros sobre cualquier dato personal de los habitantes del país.  La creación de registros, archivos o ficheros responde a un fin determinado. Ergo, la cesión y el tratamiento posterior de esos datos sólo serán lícitos cuando correspondan al fin legal por el cual se registran o se permite su tratamiento. De no estarse ante ese fin, se requeriría el consentimiento expreso de la persona afectada.  Lo que implica que el titular del fichero, registro o archivo no podría ceder la información personal de un individuo si no cuenta con el consentimiento de éste. Dicho consentimiento, empero, deja de ser necesario cuando el legislador expresamente señala que el titular de un registro puede ceder para su tratamiento los datos sobre una persona determinada. Como todo derecho fundamental, la autodeterminación informativa no es un derecho absoluto. Por ende, su ejercicio puede encontrar restricciones para mantener el orden público o bien en protección de otros derechos fundamentales. Una de esas restricciones se produce cuando el legislador autoriza la cesión y tratamiento de la información, para un fin determinado diferente de aquél por el cual el particular suministró sus datos.  Ello implica que la cesión y el tratamiento son legítimos cuando son necesarios, oportunos y pertinentes respecto de ese fin.  Por ende, la restricción del derecho debe ser razonable, caso contrario podría estarse ante una desviación de poder.  De lo anterior se deriva, entonces, que la cesión para el tratamiento de los datos sólo es posible cuando consta el consentimiento del afectado o bien, si la ley expresamente lo autoriza. Debe tomarse en cuenta que el término "tratamiento " implica no sólo la inclusión en un registro, central de datos o fichero, sino también la modificación, la interconexión o cesión de datos, así como la reproducción de estos. Ello significa que aun cuando la información conste en un registro público, si está referida a una persona determinada no puede ser cedida por la Administración para efectos de otro registro, salvo que se cuente con el consentimiento de esa persona o bien, que la ley autorice dicha cesión y el tratamiento a objeto de satisfacer un fin público determinado. Es por ello que la Ley N° 8220 de 4 de marzo de 2002, relativa a la Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos dispone: 

Artículo 2º- PRESENTACIÓN ÚNICA DE DOCUMENTOS. La información que presenta un administrado ante una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública, no podrá ser requerida de nuevo por estos, para ese mismo trámite u otro en esa misma entidad u órgano. De igual manera, ninguna entidad, órgano o funcionario público, podrá solicitar al administrado, información que una o varias de sus mismas oficinas emitan o posean…” Se prohíbe a la Administración Pública solicitar información que consta en otras oficinas, pero éstas deben contar con el consentimiento del administrado para solicitarlas. Requisito que debe entenderse referido a los datos personales. Por demás, esa prohibición existe en el tanto no exista una norma legal que habilite a la Administración el acceso a esa información… ”, ello para que los integrantes del Consejo Institucional tenga conocimiento de las muy escasas causales, para no revelar  la información en poder de la Administración Pública, situación que encuentra su génesis en la misma Carta Magna, que es muy restrictiva al respecto cuando indica en su artículo 30  lo siguiente “…30.- Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público. Quedan a salvo los secretos de Estado...”, nótese que  el constituyente solo hace una salvedad “LOS SECRETOS DE ESTADO”, entendidos como “…- SECRETO DE  ESTADO, ES LA CONDICIÓN DE UNA INFORMACIÓN CUYA DIVULGACIÓN, RESULTA  PERJUDICIAL PARA LOS INTERESES DEL ESTADO, ES SANCIONADA…ASUNTO SECRETO VITAL PARA LA VIDA DE UNA NACIÓN…” (The free Dictionary), siendo que es la única causal que se deduce del máximo cuerpo normativo nacional, nuestra Constitución, lo que define a contrario sensu, que todo lo que no  sea Secreto de Estado es de naturaleza pública.

CUARTO:

Que es conveniente del colegio de miembros conozca las diferentes  tesis de orden legal sobre este tema,  desde tres aristas o instancias ordenadas desde su jerarquía normativa.

A- CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS: (CIDH)

Misma que a través del voto razonado voto concurrente razonado del Juez DIEGO GARCÍA-SAYÁN, en el CASO KIMEL versus ARGENTINA, de  fecha 2 de mayo de 2008, que tiene su génesis en razón de que la Corte reafirma el concepto de que la libertad de expresión, que conlleva el derecho de información,  es un derecho fundamental en una sociedad democrática. La conducta del señor Eduardo Kimel, según todo lo actuado, configuró el ejercicio regular de ese derecho. En el caso concreto, el trabajo de investigación periodística efectuado por el señor Kimel aportó importantes elementos de información y de juicio sobre la conducta de un magistrado en relación a la investigación sobre un grave caso de violación a los derechos humanos. Según lo constatado en el expediente, resulta evidente que la información y apreciaciones expresadas por el señor Kimel se encontraban dentro del ejercicio regular de un derecho y que la sanción penal establecida contra él era desproporcionada…En la sentencia se recuerda que el derecho a la libertad de expresión consagrado en el artículo 13 de la Convención no es un derecho absoluto (párr. 54). Ello se encuentra en la línea de la jurisprudencia constante de la Corte expresada en las sentencias dictadas en los casos Herrera Ulloa vs. Costa Rica…La Corte ha dejado establecido, sin embargo, que “… es indispensable que  los medios recojan las más diversas informaciones y opiniones. Los referidos medios, como instrumentos esenciales de la libertad de pensamiento y de expresión, deben ejercer con responsabilidad la función social que desarrollan” En esta sentencia la Corte advierte la necesidad de proteger los derechos humanos de quien “enfrenta el poder de los medios” (párr. 57). Ha dejado establecido, también, que el Estado “No sólo debe minimizar las restricciones a la circulación de la información sino también equilibrar, en la mayor medida de lo posible, la participación de las distintas informaciones en el debate público, impulsando el pluralismo informativo” (párr. 57)… Cuando las expresiones vertidas a través de medios masivos de comunicación se refieren a personajes públicos, o de relevancia pública, en aras del legítimo interés general en juego, éstos deben soportar cierto riesgo a que sus derechos subjetivos resulten afectados por expresiones o informaciones de ese calibre. En tal orden de ideas, en esta sentencia se reitera lo ya adelantado en otros casos en el sentido de que “Las expresiones concernientes a la idoneidad de una persona para el desempeño de un cargo público o a los actos realizados por funcionarios públicos en el desempeño de sus labores gozan de mayor protección, de manera que propicie el debate democrático” (párr. 86). Sin embargo, también es preciso recordar que  como señalé en mi voto relativo al caso Herrera Ulloa, en Costa Rica “las actividades del Estado, a través de sus diversos órganos[,] no son indiferentes y mucho menos debieran ser inaccesibles al conocimiento de los ciudadanos comunes. La democracia se construye a partir de la opinión pública, debidamente informada, que con base en esa información orienta su juicio y toma sus decisiones. Así, el ingreso en el ámbito de esas cuestiones resultará mucho más holgado que el correspondiente a los asuntos estrictamente privados, propios de la vida personal o íntima, que no trascienden sus estrictos linderos. La llamada ‘transparencia’ tiene en aquel ámbito uno de sus espacios naturales” (párr. 23)… El artículo 13 de la Convención señala en lo pertinente que:
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:

a. 
El respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o

b.
La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. […]”, nótese que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al igual que nuestra Carta Política, posee una tesis legal que radica en lo siguiente “…Respecto al contenido de la libertad de pensamiento y de expresión, la Corte ha señalado que quienes están bajo la protección de la Convención tienen el derecho de buscar, recibir y difundir ideas e informaciones de toda índole, así como también el de recibir y conocer las informaciones e ideas difundidas por los demás. Es por ello que la libertad de expresión tiene una dimensión individual y una dimensión social: ésta requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno…”, a su vez nuestro máximo tribunal constitucional mantiene la siguiente posición 

B- SALA CONSTITUCIONAL

Es importante recordar que los criterios esbozados por la Sala Constitucional son vinculantes para todos los ciudadanos que estén en el territorio costarricense, esta instancia  ha mantenido una posición reiterativa y taxativa, que se refleja  en el  Exp: 02-000808-0007-CO, Res: 2002-03074, dada a las quince horas con veinticuatro minutos del dos de abril del dos mil dos, cuando señala lo siguiente “…III.- SOBRE EL DERECHO A LA INFORMACIÓN:  El Derecho a la Información es uno de los derechos del ser humano y está referido a una libertad pública individual cuyo respeto debe ser propiciado por el propio Estado. Este derecho, es a la vez, un derecho social cuya tutela, ejercicio y respeto se hace indispensable para que el ciudadano tome parte activa en las tareas públicas y pueda así participar en la toma de decisiones que afectan a la colectividad.  En ese sentido, es un derecho humano inalienable e indispensable en la medida en que se parte de que información significa participación.  De esta manera, si la información es requisito para que el ciudadano individualmente considerado adopte decisiones, informar, a la vez, es promover la participación ciudadana. El derecho de la información distingue tres facultades esenciales de quienes lo ejercen: la facultad de recibir, la facultad de investigar y la facultad de difundir informaciones. La facultad de recibir información se refiere principalmente a la obtención, recepción y difusión de noticias o informaciones, las cuales deben referirse a hechos con trascendencia pública y ser conformes con la realidad, asequible por igual a todos, debiendo referirse a hechos relevantes cuyo conocimiento esté dirigido a formar opinión y a fomentar la participación del ciudadano, siendo requisito esencial que la información sea completa y veraz.  La segunda facultad se refiere a la posibilidad de investigación, es decir, al libre y directo acceso a las fuentes de información. Por último está la facultad de difundir, que se trata del derecho del ciudadano a la libre difusión de opiniones e informaciones; facultad que sólo puede ejecutarse en sentido positivo pues no se contempla la posibilidad de “no difundir” informaciones o noticias. Ahora bien, el derecho a la información como tal, está compuesto por dos vertientes o dimensiones: una activa que permite la comunicación de informaciones y otra pasiva que se refiere al derecho de todo individuo o persona, sin ningún tipo de discriminación, a recibir información; información que, en todo caso, deberá ser veraz y que puede ser transmitida por cualquier medio de difusión. A partir de lo anterior se tiene que si bien el derecho a la información tutela en su aspecto pasivo la posibilidad de acceder a fuentes de información con el ánimo de poder participar en la toma de decisiones de la colectividad, también es lo cierto que no se trata de un derecho irrestricto, sino que, por el contrario, está sujeto a límites y entre ellos, el derecho a la intimidad se constituye en un límite para el derecho a la información por cuanto, en la medida en que la información verse sobre asuntos que no sean de relevancia pública, se impone el respeto a la intimidad y opera como límite o barrera frente al derecho a la información.  Por el contrario, cuando la información es de relevancia pública, el acceso a la misma y su difusión, se imponen como regla y por ello, cuando se trate de la trascendencia pública del objeto comunicable, se justificaría la intromisión amparándose en el derecho del público a la recepción de noticias y en el derecho del informador a transmitirla, salvo, claro está, cuando se trata de una información que haya sido declarada previamente como secreto de Estado o sea falsa en cuyo caso el tratamiento de la misma, será diferente. IV.- En relación con lo anterior, el  derecho a la información es considerado como una garantía jurídica indispensable para que los ciudadanos puedan ejercer, en mayor o menor medida, su participación en las tareas públicas y desde este punto de vista, se trata de un derecho público y subjetivo.  Es un derecho público por cuanto exige la intervención del Estado para procurar información sobre las actividades que desempeñan los órganos gubernamentales, además, es un derecho subjetivo, por cuanto supone un poder jurídico, susceptible de regulación por el ordenamiento jurídico. Ese derecho a la información, además, tiene un carácter preferente al considerarse que garantiza un interés constitucional: la formación y existencia de una opinión  pública libre; garantía que reviste una especial trascendencia ya que, de ser una condición previa y necesaria para el ejercicio de otros derechos inherentes al funcionamiento de un sistema democrático, se convierte, a su vez, en uno de los pilares de una sociedad libre y democrática. Para que el ciudadano pueda formar libremente sus opiniones y participar de manera responsable en los asuntos públicos, ha de ser informado ampliamente de modo que pueda formar opiniones, incluso contrapuestas, y participar responsablemente en los asuntos públicos.  Desde esta perspectiva, el derecho a la información no sólo protege un interés individual sino que entraña el reconocimiento y la garantía de una institución política fundamental, cual es la opinión pública, indisolublemente ligada con el pluralismo político y por ende, de naturaleza colectiva. En ese sentido, la opinión pública libre es contraria a la manipulación de la información, con lo cual, el ciudadano tiene el derecho a recibir y seleccionar las informaciones y opiniones que desee pues en el momento en que cualquiera de las informaciones existentes o posibles desaparece, cualquiera que sea el agente o la causa de la desaparición, está sufriendo una limitación al derecho a optar como forma de ejercitar el derecho de recibir. El derecho a ser informado es público por cuanto exige la intervención del Estado y es un derecho subjetivo por cuanto supone un poder jurídico, susceptible de ser institucionalizado y regulado por el ordenamiento jurídico para la satisfacción de fines o intereses de carácter social, basados en la naturaleza misma de la persona humana y en la organización de la sociedad.  A su vez, existe un deber de los entes públicos a facilitar la información y para ello, deberán dar facilidades y eliminar los obstáculos existentes.  Los profesionales de la información son intermediarios entre los entes públicos y los destinatarios de la información y por ende, tienen igualmente el derecho a obtener información y el deber de transmitirla lo más fielmente posible.  El objeto del derecho a la información es la noticia y por tal se ha de entender aquellos hechos verdaderos que puedan encerrar una trascendencia pública  …En primer lugar debe partirse, como se indicó supra, de que el derecho a la información es un derecho público que se distingue por su carácter preferente y ello es así por cuanto su objeto, la información, implica participación de los ciudadanos en la toma de decisiones de la colectividad, con lo cual, en la medida en que se proteja el derecho a la información, se garantiza la formación y existencia de una opinión pública libre que precisamente es el pilar de una sociedad libre y democrática.  Ahora bien, si se parte del supuesto de que para poder participar en la toma de decisiones de la colectividad, se requiere estar bien informado, ello lleva necesariamente a la conclusión de que una sociedad en la que se niega la información de relevancia pública, sin estar en un caso de excepción, no se permitiría la conformación de una opinión pública libre y por ende, no se garantizaría de manera efectiva y real la participación ciudadana…VII.- Ahora bien, lo dicho anteriormente es el resultado lógico que se deriva de la naturaleza del derecho de que se trata, pero a la par de esto hay que valorar también la otra cara de la moneda que es precisamente la necesaria intervención estatal que se debe dar para garantizar el ejercicio efectivo de ese derecho. En esa medida, el Estado debe procurar que las informaciones que son de carácter y relevancia pública, sean de conocimiento de los ciudadanos y para ello debe propiciar un ambiente de libertad informativa que se inicia dentro de su ámbito de acción. Así el Estado, como punto principal de confluencia de informaciones que tienen relevancia pública, es el primer obligado a facilitar no solo el acceso de esa información, sino también el adecuado conocimiento y difusión de la misma y para ello tiene la obligación de brindar las facilidades que sean necesarias para ello y eliminar los obstáculos existentes…”
C- PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA:

Misma que mediante el criterio C-309-2006, de fecha 1 de agosto de 2006, siendo que  a propósito del tema, también dictaminó el Proyecto de Ley  que hoy se pretende  reformar, apunta sobre el tema medular los siguiente “… A.- EN CUANTO AL DERECHO DE INFORMACION -La Constitución Política garantiza a toda persona el derecho de acceso a las dependencias administrativas a efecto de recabar información de interés público. En ese sentido, en Costa Rica no cabe duda de que el derecho de acceso a la información pública es un derecho fundamental. Dicho derecho fundamental es un derecho autónomo, en tanto derivado directamente de lo dispuesto en el artículo 30 constitucional. Empero, es la base para que hoy día puedan ser ejercidos otros derechos, fundamentales o no y se consoliden principios fundamentales del Estado moderno. En efecto, derechos como el derecho de informarse, el derecho de participación, la formación de la opinión pública no son posibles en un medio en que se restrinja el acceso a la información de interés público. Por el contrario, el ejercicio pleno de esos derechos presupone un amplio derecho de acceso a la información pública.  Asimismo, no puede haber transparencia en el accionar público si el principio es la restricción al derecho a la información.  Y en un ambiente jurídico marcado por el secretismo, la ausencia de publicidad y transparencia, la rendición de cuentas deviene en una fórmula vacía de contenido. En ese sentido, el ejercicio del derecho de acceso a la información se convierte en un medio para participar en la toma de decisión y para ejercer control del poder público por parte de la ciudadanía. De la Administración contemporánea se predica transparencia y publicidad, por lo que se debe informar respecto de los objetivos de las políticas públicas, el marco  jurídico, institucional y económico, dentro del cual éstas se definen y deben ser aplicadas, los fundamentos de esas políticas, los datos y la información relacionada con los aspectos financieros y económicos y los efectos del control ejercido sobre la administración activa. En general, todo el accionar de la entidad pública, ya se trate de la actuación sustantiva, operativa o instrumental, así como respecto al funcionario en el desempeño de su función, es objeto de acceso a la información.  Se sigue de lo expuesto que los entes públicos tienen el deber de informar de los distintos aspectos relacionados con su ámbito funcional, aspectos que inciden en la situación del país y, por ende, que pueden requerir una toma de posición del ciudadano.  Por ello la obligación de informar se impone en relación con situaciones económicas, sociales o políticas, producto de diversos factores. Para ejercer el derecho de información, el interesado debe hacer una solicitud a la Administración. Solicitud que tiene como objeto el pedir la información correspondiente. Se sigue de lo anterior que el derecho se satisface con la entrega debida de la información solicitada. Para ello se requiere que la información sea comprensible, accesible, oportuna y no se distorsione. El derecho a la información no se plantea como un medio de concreción del derecho a la justicia, administrativa o judicial. Situación que sí puede plantearse en virtud del derecho de petición. El derecho de petición planteado, igualmente, ante un funcionario público tiene como contenido necesario el planteamiento de una petición, por una parte, y el derecho a obtener una respuesta respecto de lo solicitado. La petición es “pura y simple”, es decir, no requiere la interposición de un procedimiento administrativo tendiente a verificar la procedencia de lo solicitado.  Por otra parte, la resolución que puede esperarse es en los términos de la petición.  Implica, entonces, la respuesta administrativa a la petición planteada.  Empero, el derecho a pedir no implica derecho a obtener lo solicitado. La decisión que se dicte debe guardar congruencia con lo solicitado, por lo que no puede constituirse en un acuse de recibo. El derecho de petición se ejerce por escrito.  Por el contrario, el derecho de acceso a la información en tanto dirigido a obtener información de interés público puede ser ejercido por cualquier medio, incluido el verbal y en relación con cualquiera información, independientemente del soporte en que se encuentre…”

5. Se recibe oficio AL-658-2010, de fecha 12 de noviembre de 2010, suscrito por el Lic. Carlos Segnini Villalobos, Director de Asesoría Legal, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva del Consejo Institucional, en el cual emite las siguientes observaciones:
“Se analiza la reforma que interesa haciendo las observaciones que se consideran oportunas y procedentes: 

Referente al Artículo 1 del Proyecto de Ley, que busca reformar los numerales cuatro, siete y diez de la ley 8220 del cuatro de marzo del 2002, se analiza el mismo de la siguiente forma: 

Observaciones sobre Artículo 4 de la reforma denominado: Publicidad de los trámites y sujeción a la Ley: 

El Principio de Legalidad que rige el Derecho Público, es la norma básica o parámetro del Estado de Derecho; este regla jurídica obliga a la Administración a ajustar todas sus actuaciones al imperativo legal, sometiéndose la misma a la realización de los fines públicos, no por autoridad propia sino por la ejecución estricta del contenido normativo; de tal forma que el precepto jurídico se constituye en el límite normal de la actividad administrativa. 

En el inciso a) del artículo 4, que originalmente exigía a la Administración la observancia únicamente de lo establecido en la Ley,  con este proyecto se extiende para incluir también lo regulado por los Decretos Ejecutivos y por los Reglamentos vigentes, en consideración a su carácter de fuentes formales del Derecho Público. 

Aspecto que sigue un sentido lógico-jurídico de coherencia con lo que exige el Principio de Legalidad de la Administración. 

En este punto el criterio de la Asesoría Legal no se hace esperar y por consiguiente se deja plasmado y manifiesto en forma positiva.

Ahora bien, siguiendo la lectura al proyecto de reforma del numeral cuarto que se analiza, se encuentra en el párrafo final del mismo, que introduce un nuevo elemento respecto al artículo original; este se refiere a la creación de una Contraloría o Plataforma de Servicios dentro de las instituciones públicas y descentralizadas, para que sirva de ente informador, encargado de explicar al ciudadano los procedimientos y requisitos que necesita cumplir para concluir satisfactoriamente su trámite; de acuerdo con la reforma se deja abierta la posibilidad a las instituciones que no cuenten con una “Contraloría o Plataforma de Servicios”, para designar una dependencia o a un funcionario que realice esta labor informativa.

En este aspecto de la reforma, a esta Asesoría Legal le surge la pregunta sobre lo que el legislador busca crear con este proyecto, ¿Una “Oficina de Información al Usuario” o una “Contraloría de Servicios”?; evidentemente no se trata de la misma figura, sino que ambas tienen distintas funciones y nomenclaturas. 

No se cuestiona la importancia de que existan en las instituciones públicas, oficinas encargadas del control y mejora de los servicios que se brindan a los ciudadanos-usuarios a fin de eliminar excesos burocráticos; no obstante, introducir en esta regulación esa figura no parece ser lo procedente y podría atentar contra la autonomía universitaria, ya que no se está reformando para la constitución de una oficina “Contralora” de la actividad institucional sino para un ente “Informativo” de las gestiones que necesita realizar el usuario, con el objetivo de obtener un permiso, autorización o respuesta a una petición.

Las Oficinas de “Contraloría de Servicios” son por esencia distintas a las “Plataformas de Servicio”; las primeras se encargan de resolver a los usuarios quejas y denuncias por actuaciones irregulares de funcionarios de las diferentes dependencias, así como el reconocimiento por sus labores; no así las segundas, que funcionan generalmente como oficinas informativas y receptoras de documentos, así como agencias de atención al público para brindar la orientación necesaria a los usuarios.

Ante este razonamiento y en la búsqueda de una mayor exactitud jurídica, esta oficina asesora institucional reconoce que existen serios inconvenientes en admitir esta composición que combina la figura jurídica de la “Contraloría de Servicios” con la usual “Oficina de Información al Usuario” o “Plataforma de Información al Ciudadano”, que funciona para explicar los requisitos y procedimientos de trámites concernientes a la institución y  a sus usuarios.  

Así las cosas, esta Asesoría Legal recomienda realizar la observación, a la distinguida Comisión Legislativa  encargada de la labor de discusión del proyecto, a fin de que se proponga la modificación del párrafo final del numeral cuarto que se proyecta reformar,  para que en lugar de la figura de una “Contraloría o Plataforma de Servicios” se inste a la designación en las instituciones de una “Oficina de Información al Usuario o Ciudadano”, en total armonía con lo que establece el contenido del ordenamiento jurídico, que se aprobó en la Ley 8220; lo anterior debido a que el concepto de “Contraloría de Servicios” es un concepto más amplio y requiere de una regulación singular en otra normativa apropiada.

Observaciones sobre Artículo 7 de la reforma denominado: Procedimiento para aplicar el silencio positivo:

El numeral sétimo de la ley vigente, establece dos fórmulas para que el interesado pueda hacer uso del derecho que le otorga el silencio positivo. La primera es la confección simple de una nota, donde el solicitante le indica a la Administración que presentó en forma completa los requisitos exigidos y que esta no resolvió en tiempo y forma, dando lugar a la aplicación del silencio positivo. 

La segunda fórmula vigente es más onerosa y formal, ya que esa nota no la realiza el interesado por su cuenta, sino que contrata los servicios de un notario público, para que el profesional en Derecho confeccione un Acta Notarial, con la misma información señalada en el apartado anterior.

Ahora bien, en el proyecto de reforma de este artículo, se introduce como novedad, que en lugar de la nota escrita, el solicitante realice una Declaración Jurada debidamente autenticada por abogado, donde se indique los mismos razonamientos del Acta Notarial que señala el numeral sétimo de la ley original.

De igual forma, el precepto original establece como obligación de la Administración, emitir el día hábil siguiente un pronunciamiento donde declare que el plazo para resolver ha prescrito y la solicitud no fue aprobada, por lo que se debe aplicar el silencio positivo. 

En el proyecto de reforma, se alarga el plazo para dicho pronunciamiento de la Administración a tres días hábiles, con la salvedad de que si la misma no emite este documento, se tendrá por aceptada la aplicación del silencio positivo.

Esta Asesoría Legal encuentra particular, que el proyecto de reforma legislativa lejos de disminuir el exceso de requisitos en los trámites para los usuarios, por el contrario en este punto lo complica e inclusive lo constituye en oneroso en forma deliberada, ya que de una nota sencilla del interesado pasa a la obligación de presentar una declaración jurada formal, la cual debe además ser autenticada por la leyenda, rúbrica y sello de un profesional en Derecho. 

La administración al ser el depositario de los documentos originales de la solicitud, tiene como ningún otro, la facilidad de verificar lo que se indica en la nota o en la declaración jurada, con los oficios que lo respaldan por ser precisamente la responsable de su calificación.

El hecho mismo de que se hayan o no completado y cumplido los requisitos solicitados para un trámite, corresponde a la labor normal del calificador, no así del calificado que es quien está a la espera de la respuesta administrativa o del transcurso del plazo de caducidad, para aplicar a su favor el silencio positivo que esta inactividad pueda generar.

En este sentido el análisis que esta Asesoría Legal emite  en este punto, le generan serias dudas de que dicha reforma en ese sentido lleve implícito el espíritu de la ley original, cuyo objetivo es hacer de los trámites administrativos más ágiles y menos excesivos para el ciudadano.

Observaciones sobre Artículo 10 de la reforma denominado: Responsabilidad de la Administración y el funcionario:

El numeral en consulta presenta como elementos de novedad respecto a la ley que pretende modificar, tres incisos: i), j) y k), los cuales se analizan separadamente para emitir un análisis puntual de cada uno de ellos.

Inciso i): 

“i) Rechazar los documentos expedidos válidamente por otros órganos, entes o instituciones del Estado en el ejercicio de su propia competencia…”

“En aplicación del inciso i) anterior, cuando un funcionario considere que algún documento expedido por otra institución pueda presentar vicios susceptibles de producir una nulidad, así lo comunicará a la Institución que lo emitió, pero tendrá la obligación de aceptar el documento mientras éste no sea anulado de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VI, Título VI, Libro I de la Ley General de la Administración Pública N° 6227 de 2 de mayo de 1978, y sus reformas.”

Esta Asesoría Legal encuentra coherencia del inciso del proyecto de reforma, con lo que regula la ley original, precisamente porque la reducción del exceso de requisitos, debe amparar que los documentos expedidos oficialmente por las autoridades competentes de las entidades e instituciones públicas y autónomas, tienen implícito el carácter de validez y fe pública, regidos bajo el principio de autenticidad y conservación de los actos. Estos deben ser calificados y considerados útiles y eficaces 

hasta que se demuestre por los medios legales apropiados que existe falsedad en ellos. De esta forma realmente se estará protegiendo al usuario o ciudadano de requerimientos excesivos.

Inciso j):

“j) No realizar  la evaluación costo-beneficio de la regulación, cuando corresponda.”

Este inciso se presenta en concordancia con el numeral 12 que se introduce como parte del proyecto de reforma, por lo cual se analizarán sus efectos en el apartado que corresponde al estudio de ese artículo que se pretende incorporar a la ley.

Inciso k):

“k) No acatar los criterios realizados por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, a través de la Dirección de Mejora Regulatoria, en cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley y los principios de mejora regulatoria.”

Este inciso igualmente que el anterior tiene estrecha relación con los numerales 11 y 13 del proyecto de reforma, por lo que un análisis separado de ellos no sería lo adecuado. 

Pasemos entonces precisamente al análisis del artículo 2 del proyecto de reforma que pretende adicionar a la ley original 3 nuevos numerales 11, 12 y 13 así como un transitorio a la ley 8220:

Observaciones sobre Artículo 11 adicional denominado: Rectoría:

El numeral décimo primero que se adiciona, en el proyecto de reforma a la ley de protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, no deja posibilidad de interpretación alguna, ni margen para el análisis.

Dicho artículo indica sin más explicación, que será el Ministerio de Economía, Industria y Comercio a través de su dependencia denominada Dirección de Mejora Regulatoria, Rector en lo correspondiente a simplificar los trámites y mejorar los procedimientos regulatorios, así como velar por el cumplimiento de esta ley. 

Con la clara advertencia de que si no se acatan las directrices y criterios de ese ministerio rector, el funcionario y la administración estarían contraviniendo el inciso k) del artículo 10 propuesto como novedad de este proyecto de reforma, por lo que serían ambos responsables por el incumplimiento de disposiciones y principios de esta ley.  

Evidentemente la redacción de este artículo adicional no permite más respuesta que admitirlo o rechazarlo de plano. En ese sentido, esta Asesoría Legal debe rechazarlo absolutamente, en virtud de que amenaza la incuestionable autonomía universitaria que nos ampara como potestad constitucional. 

No es admisible al I.T.CR. que se le impongan rectorías administrativas por parte de entes del sector público central, las cuales emitan circulares o directrices obligatorias, por encima de las competencias de nuestros entes directores; ante esta realidad lo conveniente es recomendar a la Distinguida Comisión Legislativa que proceda a la eliminación de dicho párrafo del  artículo adicional. 

No obstante, en un afán de rescatar y corregir adecuadamente la norma que se pretende introducir como adicional, sería rescatable el numeral si se establecen claramente los límites de la misma, respecto a cuales entes se verán implicados en esta rectoría ministerial; lo anterior debido a que se indica en el párrafo segundo de ese cuestionado numeral, que los entes contemplados en el artículo 1 donde se hace referencia a las entidades autónomas y con autonomía especial como es la universitaria, serán responsables de velar por el cumplimiento y seguimiento de los programas de mejora regulatoria que se establezcan.

Ahora bien, para ser admisible tal circunstancia, se debería señalar en el numeral del proyecto, que cada ente autónomo y con autonomía universitaria, en ejercicio de sus facultades, establecerá sus programas de mejora regulatoria y designará a sus oficiales de simplificación de trámites en cada institución, teniendo como supletorias las directrices que emita el ministerio de Economía, Industria y Comercio.

Observaciones sobre Artículo 12 adicional denominado: Evaluación Costo-Beneficio:

El numeral que se adiciona mediante este proyecto de reforma, inicia estableciendo una obligación de realizar una evaluación costo-beneficio en las instituciones de la Administración Pública, central y descentralizada, instituciones autónomas y semiautónomas, órganos con personalidad jurídica instrumental, entes públicos no estatales, municipalidades y empresas públicas, antes de emitir nuevas regulaciones o reformas a las existentes, lo cual es conforme con el espíritu de la ley; sin embargo, este mismo artículo en su párrafo segundo encarga la vigilancia del cumplimiento de esta obligación al ministerio de Economía, Industria y Comercio, a la Dirección de Mejora Regulatoria de esa misma dependencia y al Ministerio de la Presidencia por medio de la Dirección de Leyes y Decretos.

Es precisamente en ese segundo párrafo descrito donde esta Asesoría Legal no lo considera procedente, ya que limita la autonomía universitaria de nuestra institución al quedar vinculada en esta materia a la ordenanza y vigilancia de dos entes ministeriales del Gobierno Central, violentando la potestad constitucional que permite darse su organización, administración y gobierno propio con independencia funcional, según lo reza el numeral 84 de nuestra Carta Magna. 

Así las cosas, si bien es importante el estudio de evaluación costo-beneficio previo a la introducción de nuevos requisitos o procedimientos para el administrado, es la propia institución universitaria, a través de sus autoridades competentes, la que tiene la posibilidad de vigilancia del cumplimiento de la normativa referente al tema, sea esta interna o nacional.

Observaciones sobre Artículo 13 adicional denominado: Criterio Vinculante:

El numeral décimo tercero del proyecto de reforma intenta sumergir en  compromiso a todos los entes centralizados y descentralizados, autónomos y semiautónomos dentro de los criterios emitidos por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio en materia de regulaciones y procedimientos, indicando que esos criterios tienen carácter vinculante para todas las instituciones señaladas en el artículo 1 de la ley original.

Es claro que la Asesoría Legal del I.T.CR. en forma alguna puede estar de acuerdo con lo expresado en este numeral, que se proyecta adicionar a la ley; ese criterio vinculante sería una clara intromisión en la potestad de autonomía universitaria y por lo cual esta oficina recomienda la eliminación del numeral o en su defecto indicar claramente que esta normativa es aplicable únicamente a los entes del gobierno central, no así a las instituciones autónomas y las que gozan de una especial autonomía reforzada como las universidades, que se regirán por sus normas internas propias. 

Observaciones sobre Artículo Transitorio adicional: 

Este numeral transitorio al igual que el artículo anterior del proyecto de reforma, es un intento de uniformar el sector público como uno solo, sin respetar los derechos y facultades que las instituciones autónomas tienen constitucionalmente establecidos; por lo que en forma similar a lo indicado en la sección precedente, la Oficina de Asesoría Legal categóricamente se opone a la redacción de este transitorio, si no existe la aclaración y delimitación de que sus efectos únicamente se destinan a los entes del gobierno central, mientras que las instituciones autónomas y con autonomía universitaria atenderán a sus ordenamientos jurídicos internos”.

ACUERDA: 

a. Apoyar el “Proyecto de Ley reforma y adición de un artículo a la Ley No. 8220 protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”, el cual se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16.956, siempre y cuando esta reforma no limite la autonomía universitaria de nuestra Institución y se tome en cuenta las observaciones y recomendaciones vertidas en los criterios técnicos.

b. Comunicar. ACUERDO FIRME.
BSS/vvl
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